SOLICITUD   DE   EJERCICIO   DE   LA
FACULTAD DE ATRACCIÓN 143/2010.
solicitud de ejercicio de la FACULTAD DE ATRACCIÓN 143/2010. 
SOLICITANTE: **********




PONENTE: MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS.
SECRETARIA: MAURA ANGÉLICA SANABRIA MARTÍNEZ.    
ELABORÓ: JAVIER ORTIZ FLORES. 

	

Vo. Bo. 


México, Distrito Federal. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día dieciséis de febrero de dos mil once.

COTEJADO.
V I S T O S; Y,
R E S U L T A N D O:


PRIMERO. Por escrito recibido el trece de octubre de dos mil diez en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, **********, quien se ostenta como apoderado general de **********, solicitó a esta Segunda Sala ejercer la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión **********, del índice del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, relativo al juicio de amparo ********** y sus acumulados **********, ********** y **********, del índice del Juzgado Decimosegundo de Distrito en la misma Materia en el Distrito Federal. 
 
SEGUNDO. En sesión privada de veinte de octubre de dos mil diez, el señor ********** hizo suya la solicitud referida en el resultando anterior. 

TERCERO. Mediante proveído de veinte de octubre de dos mil diez, a fin de estar en condiciones de acordar lo que en derecho proceda, la Presidenta en funciones de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación solicitó al Presidente del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito que, en ejercicio de las atribuciones que le confiere el Acuerdo General 5/2001 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, previamente a la remisión del asunto, examinara los argumentos vinculados con la procedencia del juicio y, sólo en caso de que no prosperasen y advierta, además, que no existe alguna causa que de oficio deba invocarse, remita a la Presidencia de esta Segunda Sala los autos del mencionado amparo en revisión ********** y los juicios de amparo respectivos, para efectos del análisis de fondo del problema planteado, o, en su caso, informe el impedimento legal que tenga para ello.  

CUARTO. Por oficio número **********, de fecha quince de diciembre de dos mil diez, signado por la Actuaria adscrita al Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, se remitieron los autos del amparo en revisión **********, el juicio de amparo ********** en cinco tomos, veinte legajos de pruebas y un disco compacto.  

QUINTO. Mediante acuerdo de once de enero de dos mil once, el Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Presidente de esta Segunda Sala, admitió a trámite la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción y la turnó al Ministro ponente, José Fernando Franco González Salas, para lo que en derecho proceda.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente solicitud de ejercicio de la facultad de atracción, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 182, fracción I de la Ley de Amparo; y 21, fracción II, inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; en relación con lo dispuesto en los puntos Segundo, párrafo Segundo y Cuarto del Acuerdo 5/2001 del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve de junio de dos mil uno. Lo anterior, en virtud de que esta resolución se contrae a decidir si el asunto reúne o no los requisitos constitucionales y legales para determinar si es el caso de que este Alto Tribunal ejerza su facultad de atracción respecto de un recurso de revisión interpuesto contra una sentencia dictada en amparo por un juez de Distrito y el planteamiento por el que se solicita el ejercicio de dicha facultad se relaciona con la materia administrativa, especialidad de esta Segunda Sala.

SEGUNDO. Legitimación. La solicitud de ejercicio de la facultad de atracción proviene de parte legítima, en términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que, como se indicó, la formula el señor **********, integrante de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al hacer suya la solicitud promovida por **********, por conducto de su apoderado general.

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis emitida por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización, rubro y texto son los siguientes:

“No. Registro: 199,794
Tesis aislada
Materia(s): Común
Novena Época
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
IV, Diciembre de 1996
Tesis: P. CXLIX/96
Página: 108

ATRACCIÓN, FACULTAD DE. LAS PARTES CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA SOLICITAR EL EJERCICIO DE AQUELLA, PERO ESTO NO IMPIDE QUE AL CONOCER DEL ASUNTO RELATIVO LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA LA EJERZA DE OFICIO. De lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, 84, fracción III y 182, de la Ley de Amparo, se desprende que sólo son dos vías por las que la Suprema Corte de Justicia puede atraer el conocimiento de un asunto que no corresponda a su competencia ordinaria, una es la oficiosa, y otra, la derivada de la petición fundada del Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del asunto, o del procurador general de la República; no encontrándose previsto que pueda decidir en cuanto al ejercicio de esa facultad a solicitud de las partes a que se refiere el artículo 5o. de la citada legislación, por lo que éstas carecen de legitimación para formular esa petición, la que de realizarse, necesariamente, debe ser desechada, circunstancia que no impide que la Suprema Corte de Justicia, al tener a la vista el asunto que se solicita atraer, advierta de oficio su interés y trascendencia y, entonces, ejerza dicha facultad, pues el conocimiento que requiere para poder ejercer de oficio la atracción le puede ser proporcionado por cualquier medio, ya que de otra manera sería difícil y excepcional que pudiera percatarse de que un asunto que no es de su competencia ordinaria reviste las mencionadas características que autorizan la atracción, precisamente porque no de todo tipo de asuntos tiene conocimiento.

Varios 631/96. Manuel Camacho Solís. 28 de octubre de 1996. Unanimidad de once votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Antonio González García.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el dieciocho de noviembre en curso, aprobó con el número CXLIX/1996, la tesis que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis de jurisprudencia. México, Distrito Federal, a dieciocho de noviembre de mil novecientos noventa y seis”.


TERCERO. Lineamientos para el ejercicio de la facultad de atracción. El artículo 107, fracción VIII, penúltimo párrafo,[footnoteRef:1] de la Constitución Federal dispone que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos en revisión que, por su interés y trascendencia, así lo ameriten.  [1:  “Artículo 107.- Todas las controversias de que habla el Artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes: 
[…]
VIII.- Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia:

(REFORMADO, D.O.F. 25 DE OCTUBRE DE 1993)
a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos directamente violatorios de esta Constitución, leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del Artículo 89 de esta Constitución y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados o por el Jefe del Distrito Federal, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad;

(REFORMADO, D.O.F. 10 DE AGOSTO DE 1987)
b) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 de esta Constitución.

(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1994)
La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos en revisión, que por su interés y trascendencia así lo ameriten.
[…]” [Énfasis añadido]
] 


Del precepto invocado deriva que la atracción de casos jurídicos por parte del Alto Tribunal se justifica por la concurrencia de dos requisitos: a) que el asunto resulte de interés, entendido como aquel en el cual la sociedad o los actos de gobierno, por la conveniencia, bienestar y estabilidad, motiven su atención por poder resultar afectados de una manera determinante con motivo de la decisión que recaiga en el mismo; y b) que sea trascendente, en virtud del alcance que, significativamente, puedan producir sus efectos, tanto para la sociedad en general, como para los actos de gobierno.

Sustenta los razonamientos anteriores la tesis 1ª. XXXIII/99, de la Primera Sala de este Alto Tribunal, cuyo criterio comparte esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo X, noviembre de 1999, página 421, cuyo rubro es:

“ATRACCIÓN, FACULTAD DE. REQUISITOS PARA QUE LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDAN EJERCERLA.” [footnoteRef:2]  [2:  De lo establecido en los artículos 107 fracción VIII inciso b) penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 84 fracción III de la Ley de Amparo y 21 fracción II inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en cuanto establece la facultad de las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de ejercer la facultad de atracción respecto de los amparos en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten, se concluye que el ejercicio de ese derecho requiere, necesariamente, de dos requisitos, a saber: a) que el asunto de que se trate resulte de interés, entendido éste como aquel en el cual la sociedad o los actos de gobierno, por la conveniencia, bienestar y estabilidad, motiven su atención por poder resultar afectados de una manera determinante con motivo de la decisión que recaiga en el mismo; y b) que sea trascendente, en virtud del alcance que, significativamente, puedan producir sus efectos, tanto para la sociedad en general, como para los actos de gobierno.] 


Asimismo, los conceptos de interés y trascendencia, como requisitos que justifican el ejercicio de la facultad de atracción, son de índole jurídica, en la medida en que se orientan a calificar un asunto que, por los problemas jurídicos planteados, dada su relevancia, novedad o complejidad, requieren de un pronunciamiento del Máximo Tribunal del país, de modo tal que el criterio que llegara a sustentarse en el asunto atraído repercutirá, de manera excepcionalmente importante, en la solución de casos futuros. 

Así se advierte en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 143/2006, sustentada por esta Segunda Sala, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, octubre de 2006, página 335, cuyo texto es:

“FACULTAD DE ATRACCIÓN. EL INTERÉS Y TRASCENDENCIA QUE JUSTIFICAN SU EJERCICIO SON DE ÍNDOLE JURÍDICA.” [footnoteRef:3]  [3:  Los conceptos ‘interés y trascendencia’ incorporados a la fracción V del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como requisitos que justifican el ejercicio de la facultad de atracción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer de los juicios de amparo directo, son de índole jurídica en cuanto se orientan a calificar un asunto que por los problemas jurídicos planteados, dada su relevancia, novedad o complejidad, requieren de un pronunciamiento del Máximo Tribunal del país, de tal suerte que el criterio que llegara a sustentarse en el asunto atraído repercutirá de manera excepcionalmente importante en la solución de casos futuros.
] 


Lo antes señalado no desconoce que se ejerza la referida facultad para examinar cuestiones que, en términos estrictos, no versan sobre un tema de constitucionalidad, sino de legalidad; sin embargo, no debe perderse de vista que, en esos casos, se ha condicionado la procedencia del ejercicio de tan importante atribución a que los aspectos de legalidad estén estrechamente vinculados con los de constitucionalidad.

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis P.XVIII/2005, emitida por el Pleno de este Alto Tribunal, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, mayo de dos mil cinco, página nueve, cuyo texto es:

“FACULTAD DE ATRACCIÓN. PROCEDE PARA CONOCER DE UN RECURSO DE REVISIÓN SI SE PLANTEAN TEMAS DE LEGALIDAD CUANDO, A JUICIO DE LA SUPREMA CORTE, SE HALLEN ESTRECHAMENTE VINCULADOS CON LA INTERPRETACIÓN NOVEDOSA O EXCEPCIONAL DE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES, PARA RESOLVER EL ASUNTO DE MANERA INTEGRAL.” [footnoteRef:4]  [4:  El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. CLI/96, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, diciembre de 1996, página 6, con el rubro: "ATRACCIÓN, FACULTAD DE. EL ANÁLISIS DE LA PROCEDENCIA DE SU EJERCICIO OBLIGA A EXAMINAR EL ASUNTO EN SU INTEGRIDAD, SIN PREJUZGAR SOBRE EL FONDO.", sostuvo que para resolver sobre el ejercicio de la facultad de atracción es imprescindible tomar en cuenta los actos reclamados, las garantías individuales señaladas como violadas, la resolución materia del recurso de revisión y los agravios formulados en su contra, a fin de contar con los elementos necesarios para determinar si el asunto reúne las características de importancia y trascendencia, sin que ello implique prejuzgar sobre el fondo del asunto materia de la aludida facultad de atracción. Ahora bien, aun cuando los Tribunales Colegiados de Circuito son competentes para conocer del juicio de amparo en materia de legalidad, debe tenerse en cuenta que si los referidos elementos están estrechamente vinculados con la interpretación directa de preceptos constitucionales en relación con una ley federal, es inconcuso que el asunto reviste particular interés y trascendencia y exige la intervención del Tribunal en Pleno, aunado a que ejercer la facultad de atracción para conocer del recurso de revisión, permite que se resuelvan de forma integral todos los planteamientos que comprende el asunto, inclusive los de legalidad.
] 


De lo expuesto se sigue que, debe ser la prudencia de este Alto Tribunal la que vaya señalando, mediante sus criterios, el marco en el que debe ejercerse la facultad de atracción, buscando dar coherencia a éstos. Sustenta lo anterior la jurisprudencia 3a./J. 45/91, emitida por la Tercera Sala de este Alto Tribunal, consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VIII, noviembre de 1991, página 60, cuyo rubro es:

“ATRACCIÓN, FACULTAD DE. SU EJERCICIO DEBE HACERSE RESTRICTIVAMENTE.” [footnoteRef:5] [5:  La facultad de atracción que respecto de los asuntos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito tiene la Suprema Corte de Justicia, en los términos de las fracciones V, último párrafo, y VIII del artículo 107 de la Constitución, se debe ejercer restrictivamente, al hacer el análisis acerca de si se satisface el requisito de que se trate de un asunto que revista especiales características, lo que se infiere del nuevo sistema de competencias del Poder Judicial de la Federación que ha sido establecido con el propósito fundamental de que la Suprema Corte de Justicia se consagre a la función de supremo intérprete de la Constitución y los Tribunales Colegiados de Circuito al control de la legalidad, debiéndose limitar, por consiguiente, el ejercicio de la facultad de atracción a aquellos casos en los que notoriamente se justifique.
] 


CUARTO. Antecedentes. Establecido lo anterior, corresponde ahora determinar si procede o no que esta Segunda Sala del Alto Tribunal ejerza la facultad de atracción solicitada, a cuyo efecto deben retomarse los antecedentes más relevantes del caso y examinar el asunto en su integridad, con la finalidad de poder contar con los elementos necesarios para decidir en relación con su probable interés y trascendencia, sin que esto implique prejuzgar sobre el fondo. 

Apoya lo anterior, la tesis plenaria P. CLl/96, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, diciembre de 1996, página 6, cuyo rubro es: 

“ATRACCIÓN, FACULTAD DE. EL ANÁLISIS DE LA PROCEDENCIA DE SU EJERCICIO OBLIGA A EXAMINAR EL ASUNTO EN SU INTEGRIDAD, SIN PREJUZGAR SOBRE EL FONDO.” [footnoteRef:6] [6:  El discernimiento en cuanto a la procedencia de la facultad de atracción obliga a examinar el asunto relativo en su totalidad, debiendo apreciarse así los actos reclamados, sus antecedentes, las garantías individuales que se señalan como violadas y en los amparos en revisión los agravios hechos valer, a fin de poder contar con los elementos necesarios para decidir con relación a su interés y trascendencia, sin que ello implique prejuzgar sobre el fondo del propio asunto sino, únicamente, investigar el interés y trascendencia que actualizados permiten el ejercicio de la aludida facultad.
] 


Acorde con lo anterior, los antecedentes más relevantes del presente asunto son: 

1. El primero de junio de mil novecientos noventa y nueve, **********, y **********, firmaron el Convenio Marco de Prestación de Servicios relativo a la Interconexión de las redes de ambas empresas. 

2. Dado que las empresas mencionadas no llegaron a un acuerdo para convenir las condiciones que regirían la interconexión, **********, mediante escrito de trece de marzo de dos mil ocho, solicitó a la Comisión Federal de Telecomunicaciones que decidiera los términos y condiciones de interconexión que no pudo convenir con **********. 

3. El dieciséis de mayo de dos mil ocho,  **********, interpuso recurso de revisión en contra de la negativa ficta generada por el silencio administrativo de la Comisión Federal de Telecomunicaciones.

4.  El veintiséis de mayo de dos mil ocho, la Comisión Federal de Telecomunicaciones emitió oficio **********  mediante el cual determinó, entre otros aspectos, que el plazo para formular alegatos se daba por concluido y que el procedimiento guardaba estado para que el Pleno de la Comisión dictara resolución sobre todas las cuestiones planteadas por las partes de conformidad con el artículo 59 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

5. Inconforme con la resolución anterior, el seis de junio de dos mil ocho, **********, demandó el amparo y protección de la Justicia de la Unión en contra de las autoridades y por los actos que enseguida se precisan:[footnoteRef:7] [7:  Cuaderno del juicio de amparo del presente expediente. ] 


 AUTORIDADES RESPONSABLES:
 
Como ordenadoras: 

1. Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones.

2. Jefe de la Unidad de Prospectiva y Regulación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, en su calidad de autoridad responsable ordenadora.

Como Ejecutoras:

3. Notificador de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, en su calidad de autoridad responsable ejecutora.

ACTOS  RECLAMADOS:

Del Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, se reclama:

1. La omisión en que incurrió dicha autoridad al:

No proveer respecto de la presentación del Recurso de Revisión Planteado por mi representada en fecha dieciséis de mayo de dos mil ocho en contra de la negativa ficta materializada en el Desacuerdo de Interconexión entre ********** y **********, al no poder convenir condiciones de interconexión aplicables a la modalidad **********.

No remitir el expediente al superior jerárquico, en este caso la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para la tramitación y resolución del recurso planteado.

Así como todos los efectos y consecuencias jurídicas que pudieren producir dichas omisiones.

Del Jefe de la Unidad de Prospectiva y  Regulación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, se reclama:

1. La emisión del oficio ********** de fecha veintiséis de mayo de dos mil ocho, notificado a mi representada en fecha veintiocho de mayo de dos mil ocho, así como todos los efectos y consecuencias jurídicas que se pudieren producir derivados de este.

3. Del Notificador de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, en su calidad de autoridad responsable ejecutora, se reclama:

1. La notificación del oficio ********** de fecha veintiséis de mayo de dos mil ocho, realizada a mi representada en fecha veintiocho de mayo de dos mil ocho, así como todos los efectos y consecuencias jurídicas que se pudieren producir derivados de este.

 La parte quejosa señaló como tercero perjudicada a **********; narró los antecedentes del caso y expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes. 

La quejosa **********, señaló como derechos fundamentales violados los establecidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

De esa demanda correspondió conocer al Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, quien lo registró bajo el expediente **********. 

6. El trece de junio de dos mil ocho, la Comisión Federal de Telecomunicaciones admitió a trámite el recurso de revisión mencionado, enviándolo a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para su debida resolución.

7. En desacuerdo con lo anterior, **********, interpuso juicio de amparo para impugnar el referido acuerdo de trece de junio de dos mil ocho, por considerar que en un procedimiento de desacuerdo de condiciones de interconexión no podría operar la negativa ficta. 

AUTORIDADES RESPONSABLES:
 
1. La Comisión Federal de Telecomunicaciones.

1. El Director General de Defensa Jurídica de la Comisión Federal de Telecomunicaciones.

ACTOS  RECLAMADOS:

De las autoridades responsables se reclama la inconstitucionalidad del oficio sin número de fecha trece de junio de dos mil ocho, mediante el cual se admitió a trámite el recurso administrativo de revisión promovido por ********** en contra de la supuesta resolución por negativa ficta del procedimiento administrativo de desacuerdo de condiciones de interconexión de redes de ********** y ********** [sic], tramitado ante la Unidad de Prospectiva y Regulación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones.

  De esa demanda correspondió conocer al Juez Décimo Tercero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, quien lo registró bajo el expediente **********. 

8. El doce de agosto de dos mil ocho, se resolvió procedente el incidente de acumulación hecho valer por **********, en el expediente número **********, respecto del juicio de amparo **********, del índice del Juzgado Décimo Tercero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, promovido por **********.  

9. El primero de septiembre de dos mil ocho, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes emitió la resolución correspondiente al recurso de revisión administrativo interpuesto por **********. 

10. Inconformes con la resolución anterior,  **********, y **********, interpusieron sendos juicios de amparo en contra de la misma, registrados bajo los expedientes ********** y **********, respectivamente.  

11. Mediante resolución de quince de enero de dos mil nueve, se resolvió procedente el incidente e acumulación de los juicios de amparo ********** y ********** de los Juzgados Noveno y Séptimo de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal. 

12. El veintitrés de diciembre de dos mil nueve, se inició la audiencia constitucional, la cual concluyó con el dictado de la sentencia correspondiente por el Juez de Distrito del conocimiento, quien emitió sentencia el cinco de julio de dos mil diez, en la que se determinó, entre otros aspectos, por un lado, otorgar a **********, la protección constitucional solicitada contra la resolución de primero de septiembre de dos mil ocho, dictada por el Secretario de Comunicaciones y Transportes y, por otro, negársela a **********, contra dicha resolución. 

Lo anterior, al estimar fundados los conceptos de violación hechos valer por **********, específicamente los relativos a las irregularidades metodológicas del modelo de costos empleado por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en la resolución impugnada, consistentes exclusivamente en los incorrectos valores utilizados para: 1) **********, y 2) **********.  

Así, se determinó conceder el amparo y la protección de la Justicia de la Unión, para el efecto de que la responsable deje insubsistente la resolución reclamada, exclusivamente por lo que hace al valor del costo promedio del capital ponderado utilizado en ella y a los valores del margen de costos comunes y compartidos para los años **********, ********** y **********, y en su lugar emita una nueva resolución en donde se reiteren todos sus términos, con excepción de lo siguiente: 

1. **********;

1. **********.

1. **********.
 
13. En desacuerdo con dicha resolución, el veintitrés de julio de dos mil diez, **********,  interpuso recurso de revisión en contra de la misma. 

De dicho medio impugnativo correspondió conocer al Décimo  Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, quedando registrado bajo el número R.A. ********** de su índice.

14.  El diecinueve de agosto de dos mil diez, **********, interpuso recurso de revisión adhesiva al recurso de revisión interpuesto por **********, en contra de la sentencia de cinco de julio de dos mil diez dictada por el Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Administrativa del Distrito Federal, en autos del expediente ********** y sus acumulados **********, ********** y **********. 

QUINTO. Materia de estudio. En el presente apartado se fijará la materia sobre la cual, si fuera el caso de ejercer la facultad de atracción solicitada, versaría el análisis de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

De conformidad con los antecedentes del caso y del análisis integral de los autos del presente asunto, la materia de estudio sería conocer y resolver el amparo en revisión ********** del índice del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, relativo al juicio de amparo ********** y sus acumulados **********, ********** y **********, del índice del Juzgado Decimosegundo de Distrito en la misma Materia en el Distrito Federal.  

SEXTO. Razones en favor del ejercicio de la facultad de atracción solicitada. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que hay razones justificadas para ejercer la facultad de atracción solicitada, ya que el presente caso reviste las características de interés y trascendencia, condiciones necesarias, exigidas constitucionalmente, para el ejercicio de la facultad de atracción, como se muestra a continuación:

En el presente asunto, con independencia de las consideraciones expuestas por la parte solicitante, esta Segunda Sala determinó efectuar el análisis oficioso de la facultad de atracción, con el objeto de determinar si resulta procedente o no el ejercicio de ésta; así, de la revisión integral de las constancias y de los antecedentes del caso, se sostiene que el asunto reviste características especiales y novedosas, pues la litis por dilucidar implica aspectos relativos en materia de convenios de interconexión entre redes públicas de telecomunicaciones, entre ellos, las tarifas correspondientes que, conforme a la legislación aplicable, se rigen bajo principios de no discriminación y de sana competencia entre los concesionarios, que, necesariamente, inciden en la sociedad que utiliza los servicios en cuestión, lo cual tiene repercusiones en la sociedad y en el sector económico.

Las tarifas de interconexión, previstas en los artículos 41 y siguientes de la Ley Federal de Telecomunicaciones, consisten en el precio cobrado por el operador de una de estas redes, al operador de otra para que los usuarios de esta última puedan conectarse a aquélla y utilizar los servicios que proporciona. 

Asunto que, innegablemente, tiene una incidencia económica en aspectos como el costo trasladado al público en general usuario de dichas redes para hacer uso de ellas y en el desarrollo y competitividad en el mercado relevante; lo cual implica una interpretación de los principios constitucionales consistentes en el de rectoría económica, de planeación democrática del desarrollo nacional, de igualdad, de no discriminación, de libertad de contratación, y el de prohibición de monopolios; máxime la inexistencia de alguna disposición legal que establezca los parámetros específicos para determinar las referidas tarifas.

Así, se advierte que la determinación de las tarifas de interconexión tendrá consecuencias materiales no sólo para las partes, sino para los usuarios de servicios telefónicos, lo cual será determinante en materia de competencia económica, prevista en el artículo 28 constitucional.[footnoteRef:8]  [8:  (REFORMADO, D.O.F. 3 DE FEBRERO DE 1983)
“Artículo. 28.- En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, la (sic) prácticas monopólicas, los estancos y las exenciones de impuestos en los términos y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se dará a ls (sic) prohibiciones a título de protección a la industria.

En consecuencia, la ley castigará severamente, y las autoridades perseguirán con eficacia, toda concentración o acaparamiento en una o pocas manos de artículos de consumo necesario y que tenga por objeto obtener el alza de los precios; todo acuerdo, procedimiento o combinación de los productores, industriales, comerciantes o empresarios de servicios, que de cualquier manera hagan, para evitar la libre concurrencia o la competencia entre sí y obligar a los consumidores a pagar precios exagerados y, en general, todo lo que constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas y con perjuicio del público en general o de alguna clase social.

Las leyes fijarán bases para que se señalen precios máximos a los artículos, materias o productos que se consideren necesarios para la economía nacional o el consumo popular, así como para imponer modalidades a la organización de la distribución de esos artículos, materias o productos, a fin de evitar que intermediaciones innecesarias o excesivas provoquen insuficiencia en el abasto, así como el alza de precios. La ley protegerá a los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus intereses.

(REFORMADO, D.O.F. 2 DE MARZO DE 1995)
No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: correos, telégrafos y radiotelegrafía; petróleo y los demás hidrocarburos; petroquímica básica; minerales radioactivos y generación de energía nuclear; electricidad y las actividades que expresamente señalen las leyes que expida el Congreso de la Unión. La comunicación vía satélite y los ferrocarriles son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en los términos del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la seguridad y la soberanía de la Nación, y al otorgar concesiones o permisos mantendrá o establecerá el dominio de las respectivas vías de comunicación de acuerdo con las leyes de la materia.

El Estado contará con los organismos y empresas que requiera para el eficaz manejo de las áreas estratégicas a su cargo y en las actividades de carácter prioritario donde, de acuerdo con las leyes, participe por sí o con los sectores social y privado.

(ADICIONADO, D.O.F. 20 DE AGOSTO DE 1993)
El Estado tendrá un banco central que será autónomo en el ejercicio de sus funciones y en su administración. Su objetivo prioritario será procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del desarrollo nacional que corresponde al Estado. Ninguna autoridad podrá ordenar al banco conceder financiamiento.

(ADICIONADO, D.O.F. 20 DE AGOSTO DE 1993) (F. DE E., D.O.F. 23 DE AGOSTO DE 1993)
No constituyen monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva, a través del banco central en las áreas estratégicas de acuñación de moneda y emisión de billetes. El banco central, en los términos que establezcan las leyes y con la intervención que corresponda a las autoridades competentes, regulará los cambios, así como la intermediación y los servicios financieros, contando con las atribuciones de autoridad necesarias para llevar a cabo dicha regulación y proveer a su observancia. La conducción del banco estará a cargo de personas cuya designación será hecha por el Presidente de la República con la aprobación de la Cámara de Senadores o de la Comisión Permanente, en su caso; desempeñarán su encargo por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones; sólo podrán ser removidas por causa grave y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de aquéllos en que actúen en representación del banco y de los no remunerados en asociaciones docentes, científicas, culturales o de beneficiencia (sic). Las personas encargadas de la conducción del banco central, podrán ser sujetos de juicio político conforme a lo dispuesto por el artículo 110 de esta Constitución.

No constituyen monopolios las asociaciones de trabajadores formadas para proteger sus propios intereses y las asociaciones o sociedades cooperativas de productores para que, en defensa de sus intereses o del interés general, vendan directamente en los mercados extranjeros los productos nacionales o industriales que sean la principal fuente de riqueza de la región en que se produzcan o que no sean artículos de primera necesidad, siempre que dichas asociaciones estén bajo vigilancia o amparo del Gobierno Federal o de los Estados, y previa autorización que al efecto se obtenga de las legislaturas respectivas en cada caso. Las mismas Legislaturas, por sí o a propuesta del Ejecutivo podrán derogar, cuando así lo exijan las necesidades públicas, las autorizaciones concedidas para la formación de las asociaciones de que se trata.

Tampoco constituyen monopolios los privilegios que por determinado tiempo se concedan a los autores y artistas para la producción de sus obras y los que para el uso exclusivo de sus inventos, se otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna mejora.

El Estado, sujetándose a las leyes, podrá en casos de interés general, concesionar la prestación de servicios públicos o la explotación, uso y aprovechamiento de bienes de dominio de la Federación, salvo las excepciones que las mismas prevengan. Las leyes fijarán las modalidades y condiciones que aseguren la eficacia de la prestación de los servicios y la utilización social de los bienes, y evitarán fenómenos de concentración que contraríen el interés público.

La sujeción a regímenes de servicio público se apegará a lo dispuesto por la Constitución y sólo podrá llevarse a cabo mediante ley.

Se podrán otorgar subsidios a actividades prioritarias, cuando sean generales, de carácter temporal y no afecten sustancialmente las finanzas de la Nación. El Estado vigilará su aplicación y evaluará los resultados de ésta.” [Énfasis añadido]

] 


Cabe señalar que la interconexión tiene como  finalidad el desarrollo social, justa distribución de la riqueza y la prohibición de prácticas monopólicas, pues busca una eficiente utilización de las redes públicas de telecomunicación. Máxime que la intercomunicación es una actividad relevante para el desarrollo y las comunicaciones nacionales e internacionales; de ahí que dicha tarifa sea un elemento determinante dentro del mercado de servicio de telecomunicación, así como de desarrollo económico y tecnológico del país.

De lo anterior, se advierte el carácter trascendente reflejado en lo excepcional que entrañaría la fijación de un criterio para casos futuros. Lo que refleja la importancia que reviste emitir un criterio en torno a los parámetros o la forma en que deben establecerse las tarifas de interconexión. 
 
Similares consideraciones a las aquí vertidas fueron sustentadas por esta Segunda Sala al fallar, por unanimidad de cuatro votos, la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción **********, en sesión de fecha veintiocho de abril de dos mil diez, en el que se resolvió ejercer la facultad de atracción para conocer del recurso de revisión **********, del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

Por lo expuesto en líneas precedentes, dado el interés o importancia y trascendencia del asunto, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción para conocer el amparo en revisión ********** del índice del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, relativo al juicio de amparo ********** y sus acumulados **********, ********** y **********, del índice del Juzgado Decimosegundo de Distrito en la misma Materia en el Distrito Federal.  
 
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción a que este expediente se refiere, para conocer y resolver el amparo en revisión derivado del juicio de amparo ********** y sus acumulados **********, ********** y **********, del índice del Juzgado Decimosegundo de Distrito en Materia Administrativa en  el Distrito Federal.  
 
SEGUNDO. Devuélvanse los autos a la Presidencia de esta Segunda Sala, para los efectos legales precisados en el último considerando de la presente ejecutoria.  

Notifíquese; con testimonio de la presente resolución y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de la señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos y de los señores Ministros Sergio A. Valls Hernández, José Fernando Franco González Salas, Luis María Aguilar Morales y Presidente Sergio Salvador Aguirre Anguiano.


Firman el Ministro Presidente y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala, quien autoriza y da fe. 




MINISTRO PRESIDENTE.  




    SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO.



	MINISTRO PONENTE.	


JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS.







EL SECRETARIO DE ACUERDOS


LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ.



Nota: Esta hoja corresponde a la Solicitud de Ejercicio de la Facultad de Atracción 143/2010 promovida por: **********, fallado el dieciséis de febrero de dos mil once cuyos puntos resolutivos son los siguientes: PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción a que este expediente se refiere, para conocer y resolver el amparo en revisión derivado del juicio de amparo ********** y sus acumulados **********, ********** y **********, del índice del Juzgado Decimosegundo de Distrito en Materia Administrativa en  el Distrito Federal. SEGUNDO. Devuélvanse los autos a la Presidencia de esta Segunda Sala, para los efectos legales precisados en el último considerando de la presente ejecutoria. Conste.

JOF

En términos de lo previsto en los artículos 8, 18, fracción II y 20 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
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